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Dirección General de Justicia y Autogobierno 
Ciudad Administrativa 9 de Octubre  
Calle de La Democracia, 77 ·  
46018 Valencia 

 

RESOLUCIÓN DE 5 DE NOVIEMBRE DE 2025 DE LA DIRECTORA GENERAL DE 

JUSTICIA Y AUTOGOBIERNO POR LA QUE SE RECONVIERTEN DETERMINADAS 

PLAZAS DE REFUERZO DE LOS INSTITUTOS DE MEDICINA LEGAL Y FORENSE DE 

ALICANTE, CASTELLÓN Y VALENCIA EN PUESTOS ESTRUCTURALES. 

 

La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, estableció la creación de los 

Institutos de Medicina Legal como forma de organización de la Medicina Forense. 

 

Por Decreto 124/1998, de 1 de septiembre, del Gobierno Valenciano, modificado por 

Decreto 146/2000, de 26 de septiembre, del Gobierno Valenciano, se constituye y regula 

del Instituto de Medicina Legal de Alicante. 

 

Por Decreto 125/1998, de 1 de septiembre, del Gobierno Valenciano, de constitución y 

regulación del Instituto de Medicina Legal de Castellón. 

 

Por Decreto 126/1998, de 1 de septiembre, del Gobierno Valenciano, se constituye y regula 

del Instituto de Medicina Legal de Valencia. 

 

Por Acuerdo de 9 de octubre de 2001, el Ministerio de Justicia se aprueban las Relaciones 

de los Puestos de Trabajo de los Institutos de Medicina Legal de Alicante, Castellón y 

Valencia publicadas en el BOE y en el DOGV por Resolución de 19 de octubre de 2001 de 

la Dirección General de Justicia. 

 

Los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses (IMLCF) de la Comunidad Valenciana, 

con sedes en Alicante, Valencia y Castellón —cada uno con ámbito de actuación en su 

respectiva provincia—, son órganos técnicos al servicio de la Administración de Justicia. 

Están adscritos a la Conselleria de Justicia y Administración Pública, bajo la dependencia 

de la Dirección General de Justicia y Autogobierno, y tienen como misión principal prestar 

auxilio a los Tribunales, Audiencias, Fiscalías y oficinas del Registro Civil mediante la 

realización de pruebas periciales. 

 

Tras la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, y la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, se 

incluyeron en la estructura del IMLCF otros profesionales especializados en distintas áreas 

de actuación, como son los Psicólogos y los Trabajadores Sociales, reforzando el carácter 

multidisciplinar de la asistencia que se presta a las víctimas. Así se crearon las Unidades 

de Valoración Forense Integral (UVFI), las Unidades de Valoración Forense Integral de la 

Infancia y la Adolescencia y se integraron los Gabinetes Psicosociales que prestan servicios 

a la Administración de Justicia en los ámbitos de familia y menores. En la citada ley se 
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establece que “Las Administraciones Públicas deberán prestar especial atención a la 

protección de los niños, niñas y adolescentes en los casos de ruptura familiar, adoptando 

en el ámbito de sus competencias, medidas especialmente dirigidas a las familias en esta 

situación con hijos y/o hijas menores de edad, a fin de garantizar que la ruptura de los 

progenitores no implique consecuencias perjudiciales para el bienestar y el pleno desarrollo 

de los mismos. Entre otras se adoptarán las siguientes medidas: “ … b) impulso de los 

gabinetes psicosociales de los juzgados…”. 

 

Asimismo, se atribuyeron nuevas funciones a los médicos forenses al establecer el 

mecanismo para emitir informes y dictámenes a solicitud de particulares de acuerdo a la 

Ley 35/2015 articulada en el Real Decreto 1148/2015, de 18 de diciembre, modificándose 

esta situación por la Ley 5/2025, de 24 de julio, por el que se regula la realización de pericias 

a solicitud de particulares por los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en las 

reclamaciones extrajudiciales por hechos relativos a la circulación de vehículos a motor.  

 

La Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el 

apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica ya supuso 

un considerable aumento del trabajo en el ámbito civil, reforzándose los Órganos Judiciales 

en esta materia y no así el personal de IMLCF.  

 

La Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de Garantía Integral de la libertad sexual 

implica que toda la violencia sexual será valorada a través de las UVFIs que son unidades 

constituidas por profesionales de la medicina forense, la psicología y el trabajo social. 

 

La Ley Orgánica 1/2025 de 2 de enero de medidas de eficiencia del Servicio Público de 

Justicia establece las nuevas competencias de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, 

con el consiguiente aumento de las peticiones judiciales en materia pericial.  

 

El Real Decreto 888/2022 de 8 de octubre por el que se establece el procedimiento para el 

reconocimiento, declaración y calificación del grado de discapacidad supone para el IMLCF 

un incremento sustancial y cualitativo en las pericias en la jurisdicción Social, debiendo 

elaborarse las mismas por equipos multidisciplinares.  

 

Por último, la catástrofe sufrida en octubre de 2024 derivada de la riada que provocó la 

DANA, que ha supuesto la catástrofe natural más grave sufrida en España en los últimos 

50 años, ha puesto de manifiesto la importante necesidad del servicio prestado por los 

integrantes de los IMLCF, no solo de Valencia sino también de Alicante y Castellón, que han 

sido una pieza imprescindible en la atención a las víctimas y sus familiares, y han 
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respondido de una forma sin precedentes a un suceso con múltiples víctimas como nunca 

antes se había producido en la provincia de Valencia. Por otro lado, esta situación de 

emergencia sufrida como consecuencia de la DANA ha tenido graves repercusiones en 

numerosos ámbitos de la vida cotidiana, entre ellos la actividad judicial, que ha 

experimentado un aumento en la demanda de reclamaciones judiciales que, además, se 

prevé aumente de forma importante en el próximo año.  

 

Todos estos factores demuestran que los IMLCF de la Comunidad Valencia, al igual que el 

resto de las estructuras de las Administración Pública, son agentes claves y necesarios y 

deben ir adaptándose a las necesidades de la sociedad con un carácter prospectivo a fin 

de poder ofrecer un servicio óptimo sin detrimento a la atención al público y, para ello, debe 

ser correctamente dotado de recursos materiales, pero, sobre todo, de recursos humanos. 

 

Anualmente, se consigna una dotación presupuestaria para financiar los planes de 

refuerzos, con el propósito de consolidar las medidas de soporte puestas en funcionamiento 

y dar una respuesta adecuada a las necesidades que coyunturalmente van surgiendo. 

  

Entre los refuerzos actualmente vigentes hay un número cuya duración se ha venido 

prolongado en el tiempo más allá de los tres años previsto por la legalidad vigente, 

acogiéndose a los criterios que se recogen para conceder estos refuerzos. En algunos 

casos más de 15 años en varias plazas. 

 

En este sentido cabe hacer referencia al artículo 489.4 de la Ley orgánica 6/1985 de 1 de 

Julio del Poder judicial en la redacción dada por la ley orgánica 1/2025, de 2 de enero, de 

medidas en materia de eficiencia del servicio público de justicia, donde establece que: 

 

“4. Periódicamente, la Administración competente, previa negociación con las 

organizaciones sindicales, analizará la conveniencia o no de prorrogar el refuerzo, 

comprobando que aún persiste el exceso o acumulación de asuntos pendientes. Al 

cabo de tres años desde el nombramiento, se propondrá su conversión en las 

relaciones de puestos de trabajo como incremento de plantilla si se constatara que 

la necesidad de personal tiene carácter estructural.” 

 

Por otra parte, mediante Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio, de medidas urgentes para 

la reducción de la temporalidad en el empleo público se modificó la redacción del artículo 

10 de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. El nuevo artículo 10 prevé la introducción de una serie 
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de limitaciones temporales a los nombramientos del personal funcionario interino por un 

máximo de tres años. 

 

El coste inicialmente previsto asciende a 816.722,21 euros, mientras que el coste actual de 

los refuerzos es de 872.780,83 euros. La conversión de refuerzos en estructurales 

representaría un ahorro para la administración del 6,42%. 

 

Con carácter general, la dotación de personal de refuerzo tiene la finalidad de paliar una 

situación puntual de carga de trabajo, sin embargo, en estos centros de destino la situación 

que motivó el nombramiento de estos refuerzos se ha perpetuado en el tiempo, en algunos 

casos más allá de los 10 años de duración. Esta situación evidencia la necesidad de 

aumentar la plantilla en el número de efectivos que integran el refuerzo dado que los mismo 

han alcanzado el carácter de puestos de trabajo estructurales, perdiendo la condición de 

temporalidad que inicialmente tenían. 

 

La conversión de los puestos actualmente considerados como refuerzo en plazas de 

carácter estructural constituye una medida imprescindible para atender, de manera 

definitiva y con garantías de continuidad, la insuficiencia de personal que se ha evidenciado 

de forma sostenida en aquellos centros donde estos efectivos han venido prestando 

servicio. Esta situación ha puesto de manifiesto que la demanda de recursos humanos en 

dichos ámbitos no responde a necesidades transitorias o excepcionales, sino a una realidad 

consolidada que requiere una respuesta estructural y permanente por parte de la 

administración. 

 

La integración formal de estos puestos en las relaciones de puestos de trabajo no solo 

permitiría cubrir de manera estable las necesidades reales del servicio, sino que contribuiría 

a fortalecer la estabilidad del personal, evitando así la continua rotación de efectivos y la 

consiguiente pérdida de conocimiento operativo y técnico, especialmente en áreas 

altamente especializadas como la operativa forense. La experiencia acumulada por este 

personal a lo largo del tiempo representa un valor estratégico para el correcto 

funcionamiento del sistema, tanto por el dominio de los procedimientos técnicos como por 

el conocimiento específico del entorno y las particularidades del trabajo que realizan. 

 

En este sentido, la estabilización de la plantilla no sólo implica una mejora en la planificación 

y eficiencia del servicio, sino que también supone una inversión en capital humano 

cualificado, permitiendo conservar el talento ya formado y garantizar la continuidad y calidad 

de las funciones desempeñadas. Además, esta medida contribuiría a reforzar el 

compromiso institucional con la profesionalización del servicio público, asegurando 
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condiciones laborales más equitativas y estables para quienes han demostrado su valía y 

dedicación en el desempeño de sus funciones. 

 

Por otra parte, los últimos pronunciamientos jurisprudenciales en esta materia vienen 

obligando a las distintas administraciones a convertir en fijos al personal interino que de 

forma reiterada van encadenando contratos de forma sucesiva. 

 

La estabilización de este personal supone la desaparición de plazas de refuerzo en el IML 

y el compromiso de su no creación al estar estabilizada la plantilla de la forma indicada y 

por las razones expuestas. 

 

La Directora General de Presupuestos emite el 26 de septiembre de 2025 informe favorable 

a la creación de los puestos que se relacionan en el resuelvo de esta resolución. 

 

En virtud de lo expuesto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 439 y 522.4 de 

la Ley orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, de conformidad con las atribuciones 

conferidas en virtud del artículo 9 del Reglamento Orgánico y Funcional de la Conselleria 

de Justicia, e Interior aprobado de conformidad con las atribuciones conferidas en virtud del 

artículo 9 del Reglamento Orgánico y Funcional de la Conselleria de Justicia y 

Administración Pública aprobado por Decreto 28/2025, de 18 de febrero, del Consell. 

. 

  

 

RESUELVO 

 

 

Primero. Creación de puestos de trabajo de los Institutos de Medicina Legal 

 

PUESTO CUERPO/DENOMINACIÓN CENTRO DE 

DESTINO 

GRUPO 

SALARIAL 

312073 MÉDICO/A FORENSE IML ALICANTE NJ333 

312074 MÉDICO/A FORENSE IML ALICANTE NJ333 

312075 TRAMITACIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML ALICANTE NJ571 

312076 TRAMITACIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML ALICANTE NJ571 

312077 MÉDICO/A FORENSE/PSIQUIATRÍA IML CASTELLÓN NJ333 
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312078 TRAMITACIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML CASTELLÓN NJ571 

312079 MÉDICO/A FORENSE IML VALENCIA NJ333 

312080 MÉDICO/A FORENSE IML VALENCIA NJ333 

312081 MÉDICO/A FORENSE IML VALENCIA NJ333 

312082 FACULTATIVO/A IML VALENCIA NJ329 

312083 GESTIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML VALENCIA NJ460 

312084 GESTIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML VALENCIA NJ460 

312085 TRAMITACIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML VALENCIA NJ560 

312086 TRAMITACIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML VALENCIA NJ560 

312087 TRAMITACIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML VALENCIA NJ560 

312088 TRAMITACIÓN PROCESAL Y ADMINISTRATIVA IML VALENCIA NJ560 

 

  

 

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá 

interponer recurso contencioso administrativo ante los Juzgados de lo Contencioso- 

Administrativo de la ciudad de Valencia, o ante aquellos que se encuentren en la 

circunscripción donde el demandante tenga su domicilio, en un plazo de dos meses 

contados desde el día siguiente al de su notificación o publicación, conforme lo dispuesto 

en los artículos 8.2, 14 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa, sin perjuicio de la interposición de Recurso Potestativo de 

Reposición en el plazo de un mes desde su notificación, ante esta Dirección General de 

Justicia y Autogobierno, de acuerdo con los artículos 124 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

 

 

LA DIRECTORA GENERAL DE JUSTICIA Y AUTOGOBIERNO 
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